Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 47 minutos) 


SEÑORA DALMÁS.- Visto y considerando los proyectos de ley que figuran en el orden del día -el de 
Trabajo de Peones Prácticos y Obreros No Especializados, y el de Negociación Colectiva del Sector 
Público- quisiera formular una propuesta en el sentido de convocar a una sesión extraordinaria de la 
Comisión para la semana próxima, no con la finalidad de recibir alguna delegación, sino de tratar 
dichas iniciativas. El primero de ellos ya ha sido aprobado por la Cámara de Representantes, por lo 
cual sería conveniente que este Cuerpo también le diera pronta aprobación. Me da la impresión de que 
debido a la recepción de delegaciones ha quedado un poco postergado el trabajo de la Comisión. 
También queda por considerar el proyecto de ley de Negociación Colectiva del Sector Público. 


En principio, estoy proponiendo efectuar una sesión extraordinaria con la finalidad de tratar, 
fundamentalmente, esos dos temas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pienso que podríamos ubicar en primer lugar del orden del día el proyecto de 
ley sobre Trabajo de Peones Prácticos y Obreros No Especializados, ya que para el de Negociación 
Colectiva del Sector Público queda pendiente una audiencia en la que recibiremos a otros 
especialistas. 


SEÑORA DALMÁS.- Quiero aclarar que mi propuesta tuvo en cuenta el hecho de que, de acuerdo con 
el régimen de trabajo de la Comisión, el jueves de la semana próxima no habría sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores están de acuerdo, se convocaría a una sesión 
extraordinaria para el próximo jueves 24 a la hora 16 y 30, a fin de considerar como primer punto del 
orden del día la Carpeta N* 945/07, proyecto de ley sobre Trabajo de Peones Prácticos y Obreros No 
Especializados. Quizás ya podríamos ponerlo a votación. 


Según nos informa la Secretaría, en principio, hoy no concurrirán los representantes del 
Congreso de Intendentes. Por lo tanto, si es posible concretar para el jueves próximo la comparecencia 
del doctor Santiago Pérez del Castillo y del Congreso de Intendentes para escuchar sus opiniones, 
podríamos citarlos a partir de las 17 horas. 


SEÑORA DALMÁS.- De acuerdo, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde que hagamos ingresar a la delegación que figura en primer 
término de la nómina de invitados, es decir, a los representantes de los funcionarios excedentes de 
AFE. 


(Ingresan a Sala los representantes de los funcionarios excedentes de AFE) 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social recibe con mucho gusto a 
representantes de un grupo de funcionarios excedentes de AFE, a quienes les cedemos el uso de la 
palabra. 


SEÑOR BARBOZA.- Simplemente quiero aclarar que represento a COFE, y que en su nombre estoy 
acompañando a estos trabajadores, porque creemos que su pedido es justo. 


SEÑOR CORDERO.- Antes que nada, quiero señalar que soy uno de los funcionarios excedentes de 
AFE, y me voy a permitir presentar al grupo que representa a 4.644 trabajadores en esa situación, hoy 


esparcidos en los distintos organismos estatales. De izquierda a derecha, se encuentran los señores: 
Ramírez, de Paysandú; Parra, de Paso de los Toros; Ricardo Barboza, de COFE, y Ricardo Pérez, de 
Paysandú. 


Haré una breve reseña a la Comisión diciendo que este grupo de funcionarios fueron 
redistribuidos de AFE -considerados excedentes entre el año 1986 el año 1993- a distintos organismos 
del Estado. En aquel momento hubo leyes y decretos reglamentarios, en virtud de los cuales, por 
primera vez en la historia, este país tuvo empleados públicos “excedentes”. Nos referimos a la Ley N 
15.851, reglamentada por el Decreto Ley N* 420/88; a la Ley N* 16.127, reglamentada en agosto de 
1990; y al Decreto N* 174/91. 


Según entendemos, el espíritu de la Ley pretendía respetar una serie de beneficios tales como 
viáticos, alimentos y otros que tenían los funcionarios de AFE redistribuidos. Lo cierto es que esto no 
se hizo, a pesar de que cuando fuimos declarados excedentes de AFE, la Oficina Nacional del Servicio 
Civil consultó acerca del sueldo que percibíamos en aquel momento. Insisto: cuando trabajábamos en 
AFE cobrábamos determinado salario, pero cuando se nos declaró excedentes, éste disminuyó, 
justamente porque desaparecieron esos beneficios a que hice referencia. Reitero: cuando fuimos 
redistribuidos a los otros organismos, los sueldos disminuyeron debido a que no se respetaron los 
ítems que detallé anteriormente, lo que representó, obviamente, una rebaja salarial. Sin lugar a dudas, 
esta situación nos afectó sobremanera. 


Si bien entendemos que en AFE desempeñábamos ciertos oficios específicos que no hacían 
fácil nuestra redistribución en otros organismos del Estado, creemos que el espíritu era el de respetar 
el sueldo que percibíamos en aquel momento. No obstante ello, cuando la Oficina Nacional del Servicio 
Civil consultó acerca de nuestros salarios con el fin de que fueran respetados en aquellos organismos 
en los que fuimos reinsertados, los datos que envió AFE respondían a la última etapa, cuando ya 
éramos considerados excedentes, y no a la del último mes de trabajo. Lo cierto es que AFE no vertió 
ese excedente a Rentas Generales, sino que aumentó los salarios de sus funcionarios, cuando ese 
dinero era nuestro. Si bien nos alegra que nuestros compañeros funcionarios de AFE hayan mejorado 
su situación laboral y económica, nosotros hemos visto pasar 22 años de nuestra vida. No olvidemos 
que muchos compañeros están contratados y no presupuestados, aunque cuentan con más de quince 
años de trabajo. Esto se da a pesar de que, según se desprende de los artículos 60 y 61 de la 
Constitución de la República, los funcionarios públicos tenemos derecho a ascender en nuestra carrera 
funcional y mejorar nuestros salarios. Sin embargo, repito, hay compañeros que aún continúan siendo 
contratados, con una pérdida salarial monstruosa. 


En el año 2006 comenzamos a trabajar, departamento por departamento, en una tarea que 
no ha sido fácil pero que nos ha llevado a conocer varios detalles, como por ejemplo que existen 
compañeros que no han podido sustentar los estudios terciarios de sus hijos porque, sin lugar a dudas, 
su rebaja salarial ha sido por demás notoria, y también hay compañeros cuyas jubilaciones que se han 
visto menguadas porque no se respetaron los sueldos de aquel momento, etcétera. 


Como todo esto nos preocupa, hemos designado en cada departamento a personas que 
actúen como referente y nos ayuden a organizarnos. Hoy en día hay más de 4.600 compañeros, 
prácticamente en todo el país, aunque es verdad que debemos depurar la lista, porque algunos de 
ellos están desarrollando tareas en el Banco de Previsión Social, en la Dirección General Impositiva o 
en determinados organismos y perciben un mejor sueldo, y otros, lamentablemente, han fallecido o se 
han jubilado. 


Como decíamos anteriormente, hay regionales en Artigas, Salto, Paysandú, Fray Bentos, 
Rivera, Tacuarembó, Durazno, Florida, Cerro Largo, Treinta y Tres y Canelones; se ha ido a todo el 
país. 


Quiero recordar a los integrantes de esta Comisión que el ferrocarril tenía casi diez mil 
funcionarios -lo cual no era poca cosa- y, como hoy en día nos vemos notoriamente perjudicados por 
nuestros sueldos, lo que queremos es mejorar. Hemos golpeado las puertas de muchos lados y debo 
destacar que nos las han abierto sin problema; hemos podido dialogar con la Comisión de Legislación 
del Trabajo de la Cámara de Representantes -ámbito al que concurrimos la semana pasada, y tenemos 


en nuestro poder la versión taquigráfica de lo allí manifestado- con esta Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social del Senado, a la que asistimos en el año 2006 por primera vez -esta es la 
segunda vez que lo hacemos- con una Mesa de Negociación y con la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, a la que fuimos acompañados por representantes de COFE. Debemos decir que en esta última se 
formó una Comisión con representantes del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, de COFE y de excedentes de AFE, a efectos de poder llegar a buen 
puerto y solucionar este tema como quiere el Gobierno, porque no puede haber reforma del Estado si 
no se arregla este problema. Humildemente, así lo creemos. 


En estos momentos, los representantes de COFE están trabajando en una minuta que se 
incorporará en la próxima Rendición de Cuentas, de forma tal que el Poder Ejecutivo pueda manejarse 
de una manera más liberada, y así analizar las posibles soluciones al tema. Nosotros no le ponemos 
tope al Gobierno; no es nuestra intención ponerle tope alguno al Gobierno. Por el contrario, nuestras 
puertas están abiertas al diálogo, para poder llegar a un acuerdo, porque a un acuerdo se llega cuando 
las dos partes se unen, es decir, cuando ambas ceden para llegar al punto medio. Entonces, como 
pienso que existe voluntad política del Gobierno, de los señores Diputados y de los señores Senadores 
en este sentido -lo que no es poca cosa- así como también de COFE -que reúne a todos los 
trabajadores de este país- creo que vamos por muy buen camino. 


De todas maneras, necesitamos de los señores Senadores porque debo mencionar que hay 
una ley que no nos deja pasar, por ejemplo, de un Ministerio a AFE. En estos momentos, en que AFE 
no cuenta con empleados capacitados para desarrollar las tareas, ha impulsado un llamado a nuevos 
trabajadores, y nos preguntamos: ¿cuánto se ahorraría el Estado con esta medida? Pensamos que se 
ahorraría un montón de dinero. Hay muchos compañeros, de lugares muy recónditos de este país, a 
los que no les interesa el sueldo, pero quieren volver porque les gusta AFE, porque allí se formó una 
gran familia y, fundamentalmente, porque desean volver a trabajar. De todas formas, una cosa no quita 
la otra. 


Esto es lo que quería decir para ilustrar medianamente a los señores Senadores sobre 
nuestra situación, que no ha sido nada fácil de sobrellevar. Lamentablemente, han transcurrido más de 
veinte años, pero seguimos con la ilusión de poder solucionar este problema, que no solamente nos 
afecta a nosotros, sino también a cada una de nuestras familias; en realidad, estamos hablando de 
veinte mil personas de este país. 


SEÑOR PÉREZ.- Agradezco el momento que nos han otorgado. 


En línea con lo expresado por mi compañero, voy a hacer referencia a lo que está 
consagrado en la Ley N* 16.127, de 1990. Dicha Ley, así como el Decreto N* 174, instrumentan un 
régimen especial de consideraciones para nuestra adecuación presupuestal. Así está implícito en el 
texto del Decreto y, sin embargo, no se cumplió con ello. 


Nuestra postura actual es tratar de que el Parlamento tome posición e inicie acciones en este 
tema que realmente preocupa. Sabemos que hay que hacer una revisión hacia atrás, pero también 
decimos que la mayoría de los compañeros que están en condición de excedentes, ya han iniciado 
juicios. Nosotros queremos tomar un camino más corto y llegar a un acuerdo con el Estado que sea 
conveniente para las dos partes. 


Tenemos la ilusión de incluir en la próxima Rendición de Cuentas una minuta que nos 
permita acercarnos a una solución, que sabemos que será de largo plazo pero que, en lo inmediato, 
haría de tapón para todos los juicios, que pretendemos que no se sigan generando. En tal sentido, 
continuamos buscando un diálogo para finalizar este proceso. Se trata de una situación muy compleja; 
conocemos el monto estipulado legalmente y tenemos una vaga idea de hasta dónde podemos llegar. 
Este Gobierno ha demostrado voluntad en ese sentido y por ello nos acercamos aquí, reitero, para que 
el tema tome estado parlamentario y podamos llegar a buen puerto. 


SEÑORA DALMÁS.- En primer lugar, quisiera preguntar si con anterioridad al año 2006 este grupo de 
funcionarios -o alguno similar entre los excedentes de AFE- hizo algún reclamo al Estado y cómo fue 


contestado en su momento. 


En segundo término, pregunto si en ese grupo, de algo más de 4.000 personas -según 
mencionaban- hay funcionarios que no tengan destino. Sabemos que hay gente que se insertó en 
distintos organismos del Estado, pero quedaron algunos sin destino laboral concreto, en una bolsa de 
excedentarios y sin tarea. 


SEÑOR PÉREZ.- Además de dialogar con todos los Gobiernos anteriores, hemos tratado de llegar a 
esta posición. En el año 1995 se realizaron peticiones, pero hasta el momento no hemos tenido ningún 
tipo de respuesta; los recursos administrativos que hemos impulsado en los lugares de trabajo a los 
que fuimos redistribuidos, tampoco han tenido respuesta. Por eso hoy nos atrevemos a buscar 
soluciones por otra vía y, audazmente, hoy estamos acá. 


En lo que respecta a la otra pregunta, debemos decir que esta Subcomisión que se ha 
instalado en la Oficina Nacional del Servicio Civil -gracias a los compañeros de COFE que están 
trabajando junto con nosotros- se integra con representantes de los Ministerios de Trabajo y Seguridad 
Social, de Economía y Finanzas y de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Lo primero que COFE 
le pidió a la Oficina Nacional del Servicio Civil fue la lista completa de todos nosotros, pero no la tenía. 
Solamente tiene una lista -que se entregó a los compañeros de COFE- de 290 compañeros que fueron 
redistribuidos a partir del 2003 y aún lo están. Recordemos que para esos compañeros hay otro tipo de 
legislación, otro decreto, y un régimen especial de adecuación. 


Los compañeros que están excedentes hoy figuran en San Antonio, en Salto, por Presidencia 
de la República. Esos son los datos más certeros que tenemos. 


SEÑOR PARRA.- He tenido la oportunidad de recorrer varios departamentos, y este fin de semana 
estuve en Cerro Largo y Treinta y Tres averiguando sobre un tema que me tiene muy preocupado, que 
es la sanidad de los funcionarios excedentes de AFE. Hice referencia a este tema en la Comisión de 
Transporte y Obras Públicas. Mientras estábamos en AFE teníamos un servicio médico ejemplar - 
inclusive llegamos a atendernos en el Hospital Británico- y cuando empezaron a salir las listas de 
excedentes se nos dijo que íbamos a continuar con el mismo servicio médico; sin embargo, cuando el 
doctor Sanguinetti fue reelecto Presidente, por decreto se nos sacó el servicio médico y se nos dijo que 
las instituciones donde nos atendíamos debían hacerse cargo de esa partida para la asistencia médica 
de los funcionarios de AFE. Esto nunca llegó a concretarse. El servicio médico comprendía al 
funcionario y a su familia. Pasó mucho tiempo para que algunos pudieran acceder al servicio médico y 
es lamentable ver que funcionarios de AFE que tenían un nivel de vida muy bueno, hoy no tienen 
asistencia médica. 


SEÑOR PÉREZ.- Vamos a entregar una carpeta a los señores Senadores con el resumen de todas las 
leyes que hemos nombrado y sus respectivos decretos, fotocopias de esas leyes, y también nos 
animamos a incluir una fundamentación con respecto a la carrera administrativa, a la cual hizo 
referencia el compañero al mencionar los artículos 60 y 61 de la Constitución de la República. 


Por último, incluimos un proyecto de ley impulsado por nosotros y por los compañeros de 
COFE, que abarca todos los beneficios que se nos tendrían que haber contemplado. También 
proponemos, para reparar la lesión continuada que hemos tenido, una jubilación anticipada por la cual 
se nos permita retirarnos alrededor de los 55 años. 


SEÑOR ITURRALDE.- Voy a aprovechar la oportunidad de estar ejerciendo una suplencia para 
informar a la Comisión -aunque creo que la mayoría de los comparecientes están en conocimiento- que 
a nivel de la Cámara de Representantes hemos realizado gestiones. Personalmente, me reuní con una 
delegación de AFE en Paysandú, y he estado en permanente contacto con redistribuidos de AFE, con 
el Subdirector de la OPP, el señor Conrado Ramos, con el entonces Subdirector de la Oficina de 
Servicio Civil, doctor Toma -actualmente Secretario de la Presidencia- y, hace pocos días, con la 
doctora Santesteban, interesándome en buscar la forma de que el Poder Ejecutivo -que es quien tiene 
la iniciativa en este tema- pueda tomar cartas en el asunto para subsanar, aunque sea en parte, 
algunos de los problemas al considerarse la Rendición de Cuentas. Tanto la OPP como la Oficina 


Nacional del Servicio Civil se han mostrado interesadas en hallar una solución. Creo que lo que 
tenemos que hacer es seguir buscando alguna fórmula, desde las Cámaras de Representantes y de 
Senadores, y pienso que la Comisión del Senado debería interesarse por el tema ante la OPP y ante 
la Oficina Nacional del Servicio Civil, de manera tal que se manifieste la voluntad política de solucionar 
el tema. 


SEÑOR BARBOZA.- En la última reunión realizada en la Oficina Nacional del Servicio Civil se contó 
con la presencia del doctor Ariel Sánchez y de la doctora Laura Bajak, del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social quienes nos manifestaron que para la Rendición de Cuentas sería bueno recabar 
información acerca de cuántos funcionarios están aún en actividad en el Estado, tal como lo solicitó la 
señora Senadora. Eso dependía de una autorización, a partir de la cual se comenzaría a trabajar en lo 
que refiere a la parte económica. Por ello, junto con una abogada de COFE estamos confeccionando 
un artículo para dejar las puertas abiertas en la próxima Rendición de Cuentas a fin de reparar, de 
alguna forma, la readecuación, estableciendo que se reglamentará a futuro. En realidad, esto tiene un 
costo económico que el Gobierno no conoce y es imposible tener esos datos antes de que se apruebe 
la Rendición de Cuentas. 


Quería informar al respecto para que no se sorprendan cuando vean ese artículo y para que 
nos puedan ayudar. 


SEÑOR CORDERO.- También quisiera decirles a los señores Senadores de la Comisión que si el 
Poder Ejecutivo envía esa minuta y es respaldada por el Poder Legislativo, se tendría el marco y el 
tiempo necesario para llegar a la solución del problema. Se le daría un respaldo al Poder Ejecutivo 
para seguir adelante; ese sería el camino más viable y nos daría más tiempo. Como dice el compañero 
Barboza, lleva su tiempo analizar caso por caso, y las situaciones son totalmente distintas. En ese 
tema y contando con más tiempo podrían trabajar la Oficina Nacional del Servicio Civil, el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, COFE, la Oficina de Planteamiento y Presupuesto y nosotros. 


SEÑOR PÉREZ.- En una de las tantas entrevistas que mantuvimos con la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, en la que estuvieron presentes representantes de COFE, de AFE, de la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto, y de los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y de Economía y Finanzas, 
audazmente sugerimos que la Oficina Nacional del Servicio Civil elevara un pedido de informes a todos 
los organismos del Estado, como Ministerios, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados, 
incluyendo áreas de control y municipios, porque sabemos que allí hay compañeros que fueron 
redistribuidos. De esa forma, se podría entrar a analizar el tema en forma particular. 


Finalmente, quisiera comunicar que se está por realizar otra reunión con esa Subcomisión y 
esperamos que la misma se lleve adelante en el transcurso de la semana que viene. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Considero que ha sido muy completa la información que nos han traído, por 
tanto, la vamos a estudiar y ver de qué forma la Comisión puede colaborar para llegar a una decisión 
que contemple todas esas aspiraciones y reivindicaciones. 


En nombre de la Comisión, les agradecemos su presencia y quedamos a sus órdenes. 
(Se retira de Sala una delegación de funcionarios excedentes de AFE) 
(Ingresa a Sala el doctor Carlos Peña) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Asuntos Laborales tiene el agrado de recibir al doctor Carlos 
Peña, Secretario General del Congreso de Intendentes. 


Es de destacar que hemos invitado a representantes del Congreso de Intendentes para 
saber -en tanto los involucra o los puede llegar a involucrar- qué opinión les merece el proyecto de ley 
enviado por el Poder Ejecutivo referido a Negociación Colectiva del Sector Público. 


SEÑOR PEÑA..- Gracias al señor Presidente y a los señores Senadores por la bienvenida. 


Antes que nada, quiero señalar que el señor Ambrosio Barreiro, Intendente de Cerro Largo y 
Presidente del Congreso, al enterarse de que no había podido formarse una comisión para representar 
al Cuerpo en este ámbito, me encomendó -hace sólo unos instantes- que asistiera en su 
representación, en primer término para presentar las excusas del caso. El motivo de la ausencia de 
una delegación formal del Congreso de Intendentes en la tarde de hoy, respondiendo a la invitación de 
la Comisión, es que el tema no se ha podido considerar todavía en el Plenario del Cuerpo. 


Dada la urgencia de esta iniciativa y en atención a la gentileza que ha tenido la Comisión al 
pedir nuestra opinión, la Secretaría General utilizó un procedimiento habitual que es el hacer circular 
entre los integrantes del Congreso el texto del proyecto, informando, además, sobre la invitación 
cursada para el día de hoy. No traigo aun una respuesta oficial del Congreso de Intendentes, pero en 
nombre del Cuerpo me comprometo a hacerla llegar a esta Comisión inmediatamente luego de 
poseerla. También puedo hacer llegar las opiniones individuales que se puedan ir recabando que, si 
bien no representan formalmente al Organismo, pueden ser de ayuda para los señores Senadores. 


En tal sentido, el Intendente Ambrosio Barreiro me solicitó que les adelante que, en su 
opinión personal -no como Presidente del Congreso, sino como Intendente de Cerro Largo- entiende 
que los Gobiernos Departamentales deben quedar fuera del ámbito de este proyecto de ley, en virtud 
de la autonomía de naturaleza administrativa y de Gobierno que les confiere la Constitución de la 
República. 


Por último, reitero el compromiso de mantenerlos informados y, lógicamente, si desean fijar 
otra reunión con los representantes del Congreso, con mucho gusto se lo haré saber al Presidente a 
los efectos de que convoque a los demás intendentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vale destacar que a nivel de la Comisión estamos trabajando intensamente en 
este proyecto de ley y, si bien no hay urgencias planteadas, advertimos al doctor Peña que estamos 
próximos a emitir un pronunciamiento. Es probable que el próximo jueves recibamos a un especialista 
en Derecho Laboral, cuya opinión se sumará a la que ya vertieron otros integrantes de la Cátedra. 
Creemos que, a más tardar para la primera sesión de mayo la Comisión estaría definiendo esta 
iniciativa. 


Queda claro que nos interesa sobremanera conocer la opinión del Congreso de Intendentes, 
porque el tema no vulnera la autonomía municipal. Digo más; el artículo 64 de la Constitución de la 
República establece expresamente: “La ley, por dos tercios de votos del total de componentes de cada 
Cámara, podrá establecer normas especiales que por su generalidad o naturaleza sean aplicables a 
los funcionarios de todos los Gobiernos Departamentales y de todos los Entes Autónomos, o de 
algunos de ellos, según los casos”. Es en atención a lo dispuesto por esta norma que se los invitó 
especialmente. Además, como habrán podido observar, en el propio proyecto de ley se hace referencia 
a los gobiernos departamentales, con seguridad bajo la visión del citado artículo 64 de la Carta. De 
todos modos, no es un caso para discutir en el día de hoy. 


En definitiva, informamos al doctor Peña que la Secretaría de la Comisión va a 
proporcionarle las versiones taquigráficas de las reuniones a las que asistieron distintos especialistas 
integrantes de la Cátedra de Derecho Laboral, como así también la que surja de la sesión del próximo 
jueves 24 de abril. Es importante recalcar que nuestro deseo es que el Congreso de Intendentes nos 
haga saber su opinión, ya sea en forma escrita o personal, acerca de esta iniciativa. 


SEÑOR PEÑA.- Tomo debida nota de la aclaración que ha efectuado el señor Presidente, como así 
también de los pedidos, los cuales trasladaré inmediatamente al Presidente del Congreso de 
Intendentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al doctor Peña por haber concurrido a la Comisión, más allá de 
que se enteró casi sobre la hora. Esperamos poder contar con su presencia en una siguiente instancia, 
ya con la opinión del Congreso de Intendentes. 


(Se retira de Sala el Secretario General del Congreso de Intendentes, doctor Peña) 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 40 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


